
 
 
Biblioteca Central “Dr. Ricardo Alfredo Reimundín”  
Poder Judicial de Salta 

 
 
 
 
 

                        
 
 
 

              FALLOS DE LA CORTE DE JUSTICIA DE SALTA 
                                                 RELATORÍA PENAL 
 

                                                       TOMO 197 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
ACLARATORIA . Improcedencia. Hechos nuevos en el proceso penal. Querellante. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a las presentaciones de la defensa de fs. 1832/1836 
y 1890/1893.  
DOCTRINA: Corresponde el rechazo del pedido de aclaratoria, si la decisión de la Corte resulta 
suficientemente clara al no haber hecho lugar al recurso de casación, por lo que no hubo omisión que 
justifique expedirse sobre el punto.  
          Todo pedido de aclaratoria conlleva como finalidad a tenor de lo dispuesto por el artículo 177 
del Código Procesal Penal (Ley 7690) corregir cualquier error u omisión material contenido en las 
resoluciones, siempre que ello no importe una modificación esencial, pues la misión del Tribunal 
consiste, en este sentido en enmendar, aclarar y completar su fallo. 
           Son hechos nuevos aquellos que sobrevienen o se descubren después de la condena y que solos 
o unidos a los ya examinados en el proceso, hacen evidente que el hecho delictuoso no existió, que el 
condenado no lo cometió o que el hecho cometido encuadra en una norma penal más favorable. 
          El presunto hecho nuevo invocado por la defensa para suspender la ejecución de la condena y 
los plazos procesales no es tal, si el planteo defensivo lo es en relación a la legítima constitución del 
querellante conjunto y no a la existencia del hecho por el que perdiera la vida la víctima. 
         Es querellante particular quien produce querella para provocar un proceso penal o se introduce 
en un proceso en trámite como acusador, estando legalmente legitimado; es siempre un acusador 
privado y ejercita la acción penal a la par, subsidiariamente o con exclusión del Ministerio Público 
Fiscal. 
          Es un sujeto esencial el querellante exclusivo, que se presenta en casos de delitos perseguibles 
por acción de ejercicio privado. 
          Es un sujeto eventual el querellante conjunto, llamado así porque interviene en el proceso 
ejercitando la acción penal a la par del Ministerio Público Fiscal. (Del voto de los Dres. Vittar, 
Kauffman, Posadas, Samsón y Díaz) 
          La alegación de un hecho nuevo, consistente en la presentación de una denuncia por supuesta 
supresión o alteración del estado civil, carece en el estadio en que se encuentra la causa de la entidad 
suficiente para constituir un cuestionamiento serio a la legitimación para actuar de los querellantes, en 
atención a la presunción de veracidad y plena fe que la ley atribuye a la inscripción de los nacimientos 
en el Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas, como forma de probar la filiación 
matrimonial. (Del voto del Dr. Díaz)  



TRIBUNAL: Dres. Vittar, Kauffman, Posadas, Samsón, Díaz   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
“C/C TOMAS ARANDA, ROBERTO MARÍN – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 35.446/12) (Tomo 197: 461/468 – 23/abril/2015) 
 
COMPETENCIA PENAL . Conexidad. Inconveniencia de la acumulación de causas; flagrancia, 
proceso sumarísimo. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Garantías de Segunda 
Nominación del Distrito Judicial Tartagal, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: No corresponde la acumulación de causas, si se advierte un supuesto de excepción 
(artículo 52 del Código Procesal Penal), a partir de la existencia de distintas normas de procedimiento 
sobre las causas que corresponde acumular, resultando en el caso plausible que no sea indispensable 
centralizar el juzgamiento de delitos, porque, amén de la imposibilidad comprobada de realizar un 
solo juicio, dadas las diferentes reglas de procedimiento que gobiernan las dos causas, la pretendida 
acumulación de procesos o incluso el juzgamiento por un solo tribunal, resultaría un grave retardo en 
la definición de la situación procesal del acusado, siendo que la más pronta administración de justicia 
en los casos de flagrancia constituye un objetivo primordial del procedimiento sumarísimo.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón.    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C DICKS, FABIO RUBEN- ROBO- VARGAS, RAMON GUSTAVO 
– PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 37.591/14) 
(Tomo 197: 761/766 – 05/mayo/2015) 
 
COMPETENCIA PENAL . Oposición a la excusación de un magistrado. Planteo erróneo ante la 
Corte. Competencia del Tribunal de Impugnación para resolver.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal elevados los autos a este Tribunal. II. ORDENAR que 
bajen las actuaciones al Tribunal de Impugnación, Sala que corresponda, a fin de que otorgue al 
planteo   inhibitorio el trámite indicado en los considerandos. III. COMUNICAR al juez donde se 
encuentra radicada la presente causa con copia fiel de la misma.  
DOCTRINA: Cuando lo discutido no es una efectiva contienda de competencia entre órganos 
jurisdiccionales sino la oposición a la excusación de un magistrado, por el juez que debe reemplazarlo, 
la cuestión debe ser resuelta por el Tribunal de Impugnación. 
          A la Corte de Justicia le corresponde dirimir conflictos de competencia suscitados entre 
tribunales inferiores, por aplicación del artículo 153, apartado II, inciso b) de la Constitución 
Provincial. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffamn.  DOCTRINA: Dra. 
Galli CAUSA: “C/C CASTILLO, HUGO VÍCTOR – TENENCIA DE 
ESTUPEFACIENTES PARA COMERCIALIZACIÓN – PIEZAS 
PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 37.671/15) (Tomo 197: 
899/904 – 12/mayo/2015) 
 
EXCUSACIÓN . Violencia moral.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 521 por el señor Juez de Corte 
Dr. Abel Cornejo, para intervenir en autos.  
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que invoca violencia moral para 
intervenir en una causa porque la causal invocada es de apreciación personal 

La garantía constitucional de ser oído por un tribunal competente e imparcial, prevista en el 
artículo 8º inciso 1º del Pacto de San José de Costa Rica y el artículo 14.1 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, conduce a interpretar razonablemente las normas relativas a la inhibición 
de magistrados, de manera que las situaciones por ellos invocadas, aún cuando trasciendan de los 
límites trazados por la reglamentación contenida en las normas procesales, dan lugar a su 
apartamiento. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA:“C/C DORIC, DIEGO RICARDO; GALLO INCHAGISTE, HORACIO – RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.062/14) (Tomo 197: 489/506 – 23/abril/2015) 
 
EXCUSACIÓN . Violencia moral. Sociedad con los interesados. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada por el Sr. Juez de Corte Dr. Abel 
Cornejo  a fs. 1219 y vta. II. NO HACER LUGAR a la recusación con causa planteada contra el Sr. 
Presidente de la Corte Dr. Guillermo Alberto Posadas, por el Dr. José F. Chamorro a fs. 1221/1223.  
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que ha invocado la causal de 
violencia moral, fundado en que el letrado interviniente en la causa lo impugnó en el proceso de 
postulación pública, donde se renovó su acuerdo como Juez de Corte, toda vez que sus razones no 



resultan susceptibles de apreciación sino por quien las aduce, pues ello supone un estado subjetivo 
incompatible con el hecho de tener que intervenir y genera así una situación de conflictividad moral, 
que encuadra dentro de la previsión del artículo 51 inciso 13 del Código Procesal Penal (Ley 6345 y 
modificatorias), causal que debe correlacionarse con el artículo 52, que atribuye la condición de 
interesados, a los fines de la aplicación del régimen de excusaciones, a los representantes, defensores 
o mandatarios. 
            Debe rechazarse la recusación planteada contra el Sr. Juez de la Corte, fundada en que es socio 
de un Club y que los letrados que menciona el recusante también lo son, pues en el caso, el vínculo del 
Magistrado existe con la entidad y no con los asociados, de allí que no se configura el supuesto legal 
invocado por el recusante, ni se advierte cuál es la ventaja o conveniencia de orden moral o material 
que el juez pudiera tener con el resultado del pleito. 
            La recusación con causa de un juez es un acto grave y trascendente, que por eso requiere una 
fundamentación seria, precisa y sólida dado el respeto que se le debe a la investidura del Magistrado. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Díaz   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “C/C 
AMAT LACROIX, MATÍAS; BUSANICHE ITURRASPE, MARIANO; 
MONTANERO, ALFREDO RAMÓN; MAMANÍ, AMÉRICO RUBÉN; IRIARTE, 
MARÍA CRISTINA; CORNEJO, ROQUE RAMÓN; FLORES CANCLINI, JORGE 
GUSTAVO; BALDI, CARLOS ALBERTO; RIVERO, MARÍA EVA - RECURSO 
DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 36.418/13) (Tomo 197: 185/192 – 20/abril/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual con acceso carnal agravado por el número de 
partícipes; víctima menor de edad; certeza para condenar; sistema de libertad probatoria, valor de la 
declaración de la víctima. Inmediación. Violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 471/482 
vta., así como a la adhesión de fs. 493/496.  
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar a los acusados por el delito de abuso sexual 
con acceso carnal agravado por el número de partícipes, si el tribunal de juicio tuvo por probado que 
en horas de la madrugada, en una casa abandonada, accedieron sexualmente a la menor víctima 
ejerciendo violencia física sobre ella, en base a la declaración clara, coherente y firme de la víctima 
quien relató de manera detallada cómo acontecieron los hechos, que fueron corroborados por la 
inspección ocular realizada, por las declaraciones testimonial, el informe forense, la declaración de la 
madre, el informe psiquiátrico de los imputados y psicológico de la víctima y el informe socio 
ambiental. 

La sentencia es plenamente válida, si en sus fundamentos se ha cumplido con una 
ponderación completa de los hechos, estableciéndose, de acuerdo a las circunstancias de persona, 
tiempo, modo y lugar, el accionar de los imputados tal cual han ocurrido y cuenta con un análisis 
razonado de las constancias de la causa por el que arriba a la existencia de esa certeza. 

El bien jurídico protegido en los delitos de abuso sexual es la libertad sexual, entendida como 
el derecho de las personas a tener voluntario y consentido trato erótico, a determinar libremente sus 
conductas íntimas y a que no se ataque su reserva sexual, entendida como la libre disposición del 
cuerpo, y abarca el pudor individual. (Del voto de los Dres. Catalano, Díaz, Kauffman, Posadas, 
Samsón y Vittar) 

En los delitos contra la integridad sexual, normalmente existen serias dificultades para 
desentrañar lo verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y 
sibilinamente dado que tal es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a 
hurtadillas precisamente para no ser descubiertos. 
     Es plenamente válida la condena, si a la declaración incriminante de la víctima se suman otros 
elementos probatorios que demuestran la configuración tipificada por el artículo 119, tercer y cuarto 
párrafos inciso d) del Código Penal que ha sido creada para abarcar aquellos supuestos en que dos o 
más personas menoscaban la integridad sexual de la víctima con la fuerza o intimidación acrecentada 
por su actuación conjunta. 

El fundamento de la agravante por el número reside en el estado de indefensión de la víctima, 
ya que no es lo mismo defenderse de un agresor que de varios. Además no es necesario que todos los 
partícipes tengan acceso carnal, basta con que otros concurran a la ejecución material del evento, no 
solamente a su auxilio o preparación y no es necesario que todos sean penalmente responsables, ya 
que la incapacidad de alguno no hace variar el hecho. (Del voto del Dr. Cornejo) 
              En nuestro sistema procesal rige el sistema de libertad probatoria y de sana crítica racional. 
Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios 
descriptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimasen a la causa para demostrar o 
desvirtuar la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme a las reglas del recto 
entendimiento humano, sin sujeción a directivas o tasación alguna. 



                El tribunal de casación no debe subrogar al de juicio avasallando los beneficios de la 
inmediación en la etapa plenaria del proceso penal ya que le está vedado asignar o restar crédito a una 
prueba producida en la audiencia en la que el tribunal sentenciante conoció de manera directa, salvo 
que su apreciación aparezca dotada de sustento arbitrario, contrariando las normas de la sana crítica 
racional o que no se halle acompañada de fundamento alguno. 
               El principio de libertad probatoria permite que un sólido y coherente testimonio habilite para 
alcanzar el grado de certeza sobre la existencia y autoría del hecho delictivo, siendo inidóneo 
descalificar el aporte probatorio que ello significa a partir de meras suposiciones, si la claridad y 
coherencia de las declaraciones traslucen características del hecho histórico vivido por la menor 
damnificada 
          El examen de la declaración de la menor es relevante en tanto se trata de una víctima de delitos 
que suelen generarse bajo un contexto de privacidad y clandestinidad que hacen que sean factibles de 
ocultar, razón por la que un particular análisis de la declaración de la víctima, cotejado con los 
informes psicológicos adecuados es determinante. 
         Es violencia contra la mujer cualquier acción basada en su género, que cause muerte, daño o 
sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado. 
(Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano,  Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar.  DOCTRINA: Dra. 
Galli  CAUSA: “C/C C.J.E.; V.M.E. – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
37.174/14) (Tomo 197: 313/342 – 20/abril/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de abuso sexual con acceso carnal en concurso real con robo 
calificado por el uso de arma sin aptitud para el disparo; consumación del robo; valoración de la 
prueba, sana crítica, sistema de libertad probatoria; certeza para condenar. Reconocimientos en rueda 
de personas; reconocimientos impropios. Violencia de género; violencia sexual. Individualización de 
la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1031/1041 
vta.  
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por los delitos de abuso sexual con acceso carnal en 
concurso real con robo calificado por el uso de arma sin aptitud para el disparo, si el tribunal de juicio 
valoró distintos elementos incriminantes como las declaraciones testimoniales de las víctimas, el 
reconocimiento del arma utilizada para llevar adelante el ilícito penal, el informe médico que acredita 
los golpes sufridos por la damnificada, el dictado de rostro que efectuó antes que observara la foto en 
el diario, más la valoración del informe psicológico. 
            El delito de robo alcanza consumación cuando, ejerciendo violencia, se ha violado la posesión 
ajena de la cosa que se encontraba bajo el señorío de su dueño, sin que se requiera que la ilegítima 
apropiación se prolongue en el tiempo y mucho menos que se genere su señorío. La sola posibilidad 
del acusado de disponer siquiera efímeramente de la “res furtiva” permite considerar a la conducta 
típica como consumada. 
         Es responsable el acusado por el delito de abuso sexual con acceso carnal, si el tribunal de juicio 
ha arribado a la certeza necesaria para condenar a partir de una valoración conjunta de las pruebas, 
conforme al contexto de cada uno de los hechos y no se ha basado  solamente en el reconocimiento en 
rueda de personas, sino que también ha formado su convicción conforme a las reglas de la sana crítica 
racional al ponderar otras pruebas incriminantes como lo fueron las prendas de vestir secuestradas a la 
víctima y al victimario, con presencia de espermatozoides y fosfatasa ácida prostática y el informe 
médico que da cuenta de un desgarro en la damnificada. 
            El principio de libertad probatoria permite que la solidez de un testimonio pueda por sí dar 
sustento a un pronunciamiento condenatorio o servir de base a la demostración en grado de certeza 
sobre un determinado extremo del hecho. El único límite a este respecto deriva del necesario respeto a 
las reglas de la sana crítica que obligan al tribunal a someter los elementos probatorios a un control de 
logicidad que en el contexto de la causa permita asignarles su justo valor. 
           El reconocimiento en rueda de personas es un juicio de identidad entre una percepción presente 
y una pasada. De ello se deduce que la validez probatoria –en cuanto cualitativamente influye en la 
convicción del juez- de un reconocimiento en rueda de personas dependerá en gran medida de la 
calidad de la percepción pasada, como vivencia del hecho o circunstancia particular, y de la aptitud 
del sujeto reconociente para mantenerla en el tiempo. 
            La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama 
totalmente desprovisto de elementos favorables a la posición del acusado; es claro que una exigencia 
de tal naturaleza determinaría que prácticamente cualquier movimiento defensivo en el plano de la 
prueba, o cualquier debilidad de la evidencia, frustraran la posibilidad de una condena. Sin embargo, 
la viabilidad de un pronunciamiento contrario al acusado requiere un convencimiento razonablemente 



alcanzado mediante el triunfo racional de los factores incriminantes por sobre los que revisten carácter 
neutro o favorable al encausado 
            El hecho de abuso sexual denunciado encuadra en un claro caso de violencia contra la mujer, 
donde se hallan vulnerados derechos fundamentales de las mujeres como lo son el respeto por su 
condición de tal. 
            Es violencia contra la mujer cualquier acción basada en su género, que cause muerte, daño o 
sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado. 
            Es violencia sexual cualquier acción que implique la vulneración en todas sus formas, con o 
sin acceso genital, del derecho de la mujer a decidir voluntariamente acerca de su vida sexual o 
reproductiva a través de amenazas, coerción, uso de la fuerza o intimidación, incluyendo la violación 
dentro del matrimonio o de otras relaciones vinculares o de parentesco, exista o no convivencia, así 
como la prostitución forzada, explotación, esclavitud, acoso, abuso sexual y trata de mujeres. (Del 
voto de los Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo y Díaz) 
             El proceso penal tiene por fin inmediato el descubrimiento de la verdad objetiva o histórica, 
para lo cual rige en forma amplia el principio de libertad probatoria: todo se puede probar y por 
cualquier medio, excepto las limitaciones del sistema jurídico general. Cualquiera puede ser el medio 
para demostrar el objeto de prueba, ajustándose al procedimiento probatorio que más se adecue a su 
naturaleza y extensión. 
               El ordenamiento procesal establece para los reconocimientos en rueda de personas un 
mínimo de exigencias dirigidas a acreditar ante la justicia la existencia y autenticidad, en la mente del 
reconociente, de la imagen percibida durante el delito y su conservación en la memoria de aquél. 
              Los llamados reconocimientos impropios, son aquellos que importan una identificación 
realizada sin observar las formas prescriptas por el código procesal para cualquier modalidad 
(personal o fotográfica), y ellos sólo pueden ser libremente valorados por el Tribunal, conforme las 
reglas de la sana crítica racional, siempre que sean espontáneos, casuales. 
               Si luego de describir las características fisonómicas del autor de los hechos investigados, una 
de las víctimas reconoció al acusado por una fotografía publicada en un periódico de circulación local, 
tal situación fortuita no puede ser reputada irregular o carente de trascendencia procesal, de modo que 
debe ser acogida como elemento de convicción válido y útil para la causa.           

La justa medida de la pena surge de la determinación de las circunstancias que influyen en la 
mayor o menor criminalidad del acto y en la mayor o menor responsabilidad del delincuente. 
Confluyen, así, en la determinación punitiva, elementos de carácter objetivo, dirigidos a especificar la 
magnitud del injusto cometido –circunstancias referidas al delito- y elementos subjetivos necesarios 
para establecer la culpabilidad y peligrosidad del autor –circunstancias referidas al delincuente y a las 
modalidades particulares del delito. 

Es justa la pena impuesta, si se ha cumplido en la causa con la compleja valoración subjetivo-
objetiva que imponen los artículos 40 y 41 del Código Penal y sobre tal base y en consideración a las 
circunstancias de modo, tiempo, lugar, ocasión y personas concurrentes en la pluralidad delictiva 
juzgada se ha establecido el monto punitivo, que resulta razonablemente adecuado y proporcionado al 
caso. (Del voto de los Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dra. 
Galli  CAUSA: “C/C LOZANO, GUILLERMO ALFREDO ALEJANDRO – 
RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 36.895/13) (Tomo 197: 13/36 – 
14/abril/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de coacción; valoración de la prueba, sana crítica, valor de la 
declaración de loa víctima. Inmediación. Daño moral. Violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 620/626. 
DOCTRINA: Deben tenerse por acreditados los extremos fácticos del delito de coacción por el cual 
fue acusado y posteriormente condenado el encartado si  fueron debidamente constatados por el 
tribunal de juicio, apoyándose la sentencia en suficientes elementos de convicción, en virtud de los 
cuales se llevó a cabo una racional y pormenorizada reconstrucción de los hechos para arribar al juicio 
condenatorio. 

El control de logicidad inherente a la sana crítica racional se cumple si el trascendente aporte 
probatorio de la víctima es tenido por coherente y sincero en el marco de la apreciación directa que 
brinda el debate, al que se suma la circunstancia de que el estado de alarma o temor fue observado por 
terceros, lo que habilita deducir la existencia, idoneidad y seriedad del anuncio, reforzadas por la 
agresión física llevada a cabo en ese mismo momento, que hace a la tipicidad de la figura penal de 
coacción. 

El principio de libertad probatoria como método para valorar la prueba permite que el firme y 
coherente testimonio de la víctima sirva para alcanzar un grado de certeza suficiente para tener por 
cierta la autoría del hecho y la participación en él del imputado 



El Tribunal de Casación no debe subrogar al de juicio, avasallando los beneficios de la 
inmediación que da razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado asignar crédito 
o restárselo a una prueba producida en la audiencia de debate que la Cámara conoció de manera 
directa, salvo que su apreciación aparezca dotada de un sustento arbitrario por contrariar las normas de 
la sana crítica racional. 

El daño moral es una afectación del espíritu en el desenvolvimiento de su capacidad de 
entender, querer o sentir, que se traduce en un modo de estar de la persona diferente de aquél en que 
se encontraba antes del hecho como consecuencia de éste y anímicamente perjudicial. Supone un 
perjuicio que, salvo supuestos excepcionales, está sujeto a prueba. Estos casos excepcionales, pueden 
inferirse espontáneamente de ocurrencias materiales cuando por la magnitud de sus circunstancias, es 
posible presumir su existencia. 

Respecto al monto correspondiente por daño moral, que la ley ha querido otorgar una 
reparación proporcionada a la pérdida sin que resulten determinantes criterios matemáticos para 
graduar el monto de los perjuicios, a menos que se demuestre arbitrariedad o absurdo, que redunde en 
menoscabo de derechos constitucionales 

La suma fijada en el fallo en concepto de indemnización por daño moral cumple con la regla 
de prudencia, si el perjuicio sufrido por la actora civil consistió en una profunda lesión a la normalidad 
de su vida, por la alteración de sus afecciones legítimas y de su tranquilidad, es decir comprensiva de 
todos los padecimientos espirituales derivados del hecho ilícito atribuido, que se extendieron a lo 
largo de cierto tiempo. (Del voto de los Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Sansón, Vittar, Catalano y 
Cornejo) 
              Si el delito que se imputa es de coacción contra de una mujer por su ex pareja, en tanto 
amenazó de muerte a la madre de sus hijos, es una cuestión frente a la cual la justicia no puede 
permanecer indiferente, pues la violencia de género constituye ya un flagelo que conmueve a la 
comunidad internacional en su conjunto, dentro de la cual la nuestra no está al margen, resultando 
alarmantes los niveles de violencia doméstica y también de femicidios. 

La violencia no depende sólo de la convivencia, sino del sentimiento de posesión y dominio 
que puede darse aún en relaciones ya inexistentes, a causa de la separación de hecho, pero que 
mantienen el clima de dominio y subordinación característico de la violencia de género. 

La gravedad del maltrato (amenazas, coacción, violencia física o psicológica) reside en el 
riesgo cierto y directo para la vida e integridad que se deriva del clima permanente de violencia, como 
demuestran los estudios sobre el “ciclo de la violencia” como estado de aumento progresivo de la 
intensidad y frecuencia, por lo que se hace imprescindible visualizar las futuras conductas del agresor 
por implicar un mayor riesgo para la víctima. 

Le es dable al tribunal fundar su certeza a partir de los elementos conducentes para el 
esclarecimiento de la verdad y nada impide que un pronunciamiento condenatorio se sustente en el 
testimonio de la víctima, siempre y cuando éste sea objeto de un riguroso análisis y se expongan los 
aspectos que determinarán que le sea asignada credibilidad. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
              Es plenamente válida la condena del acusado, si el tribunal tuvo por comprobada la conducta 
intimidante seria con fines de coacción, en un contexto de violencia familiar permanente en que 
aparecen vertidas las amenazas coactivas, en base a la extensa declaración de la víctima en audiencia 
de debate, la pericia psicológica del imputado que da cuenta de una persona con dificultad en el 
control de sus impulsos, con connotaciones agresivas y violentas, rasgos psicopáticos y perversos, lo 
que puso en acto produciendo las lesiones de las que dan cuenta la generalidad de los testigos y que 
constan en la historia clínica. 

La coacción reviste el carácter de delito de peligro, en el que la conducta típica se concreta 
cuando se ejecuta la acción intimidante tendiente a quebrantar la voluntad de una persona, 
determinándola a obrar o abstenerse de obrar en un determinado sentido. Para la consumación del 
ilícito no es necesario que el propósito de influir sobre la libertad del sujeto al que se destina la 
intimidación tenga éxito o surta un efecto concreto. Sin embargo, sí es necesario que las amenazas 
tengan una entidad suficiente para considerarse dotadas de la potencialidad de obligar a la víctima a 
hacer o no hacer algo. (Del voto de los Dres. Catalano y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. 
Galli  CAUSA: “C/C ARANDA, GERARDO PEDRO – RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 36.726/13) (Tomo 197: 253/270 – 20/abril/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio calificado por el vínculo, valoración de la prueba, 
sana crítica; motivación de la sentencia; certeza para condenar. Pena de prisión perpetua, 
constitucionalidad. Femicidio vinculado. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1148/1170 
vta. 



DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de homicidio calificado por el vínculo, si 
el tribunal de juicio tuvo por acreditado que en oportunidad en que el acusado se quedó sólo con su 
hijo de seis años de edad, quien se encontraba mirando dibujos animados en el televisor ubicado en el 
comedor, luego de cerrar la única puerta que servía de ingreso a la casa, portando un cuchillo tomó a 
su hijo desde atrás seccionando su cuello, lo que le causó la muerte, que luego el imputado se auto-
infirió lesiones con la misma arma y procedió a abrir la garrafa de gas allí existente a fin de procurar 
su propia muerte, lo cual no ocurrió debido a la intervención de la abuela del menor quien dio aviso a 
la policía, siendo trasladado con vida al hospital, donde se recuperó.  
            La sentencia cubre la exigencia de debida motivación, si de la lectura de sus fundamentos se 
advierte que la totalidad del material probatorio ha sido valorado con criterio racional y de forma 
particularizada, en un contexto integrador que permitió al tribunal determinar la verdad histórica de lo 
acontecido, sus circunstancias en cuanto a personas, modo, tiempo y lugar, y que cobró particular 
importancia el principio de inmediación, así como los indicios y presunciones que derivaron en 
conclusiones consistentes sobre el hecho. 
            Es aplicable el agravante previsto en el artículo 80 inciso 1º del Código Penal, si se encuentra 
acreditado mediante la fotocopia del acta de nacimiento del menor que el imputado es el padre 
biológico de la víctima y conocía perfectamente el vínculo legal que lo unía al niño. 
             La certeza para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente 
desprovisto de elementos favorables a la posición del acusado. Sin embargo, la viabilidad de un 
pronunciamiento condenatorio requiere un convencimiento razonablemente alcanzado mediante el 
triunfo racional de los factores incriminantes por sobre los que revisten carácter neutro o favorable al 
encausado, situación ésta que, como quedara dicho, se ha producido en la presente causa, luego de un 
análisis y encuadre lógico producto de la sana crítica racional. 
             La pena de prisión perpetua es constitucional porque nuestra Carta Magna no prohíbe esa 
clase de pena sino que protege la dignidad inherente a la persona humana, vedando las penas 
degradantes, crueles o inhumanas. 
              La pena de prisión perpetua no viola el artículo 18 de la Constitución Nacional, ni los 
instrumentos internacionales de la misma jerarquía. En efecto, dicha pena, predeterminada en el 
artículo 80 del Código Penal, como sanción establecida por el legislador en proporción a la 
incuestionable gravedad de la infracción penal allí tipificada no resulta inconstitucional, en tanto no es 
infamante, cruel ni inhumana y tampoco es verdaderamente perpetua por no ser vitalicia, ya que 
admite la posibilidad, transcurrido determinado tiempo de su cumplimiento, de obtener la libertad 
condicional, conforme al artículo 13 del Código Penal. (Del voto de los Dres. Samsón, Vittar, 
Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman y Posadas) 
              Debe considerarse que en el caso se ha configurado lo que se ha dado en llamar como 
femicidio vinculado, si se encuentra acreditado que el padre mató a su hijo para causar sufrimiento a 
la madre. 
     El femicidio vinculado consiste en aquellas acciones del femicida que para consumar su fin de 
matar, castigar o destruir psíquicamente a la mujer sobre la cual ejerce dominación, lo realiza sobre su 
entorno familiar o afectivo. 
             El femicidio ha sido categorizado de diferentes maneras y tres son los tipos más difundidos: el 
femicidio íntimo, es decir, aquellos asesinatos cometidos por hombres con quienes la víctima tenía o 
tuvo una relación íntima, familiar, de convivencia, o afines a éstas; b) el femicidio no íntimo o 
público, es decir, aquellos asesinatos cometidos por varones con quienes la víctima no tenía relaciones 
íntimas, familiares, de convivencia, o afines a éstas; frecuentemente, el femicidio no íntimo involucra 
el ataque sexual de la víctima y c) el femicidio por “conexión o vinculado” que registra dos 
categorías: 1) personas que fueron asesinadas por el femicida, al intentar impedir el crimen o que 
quedaron atrapadas “en la línea de fuego” de un hombre tratando de matar a una mujer, tal es el caso 
de mujeres parientes, niñas u otras mujeres que trataron de intervenir o que simplemente fueron 
asesinadas por el femicida; 2) personas con vínculo familiar o afectivo con la mujer, que fueron 
asesinadas por el femicida con el objeto de castigar y destruir psíquicamente a la mujer a quien 
consideran de su propiedad (actual inciso 12 del artículo 80 del Código Penal). 
             Los jueces deben interpretar de manera insoslayable los distintos institutos de naturaleza penal 
que se relacionen en casos que involucren a mujeres que hayan sufrido cualquier tipo de violencia, 
bajo pena de hacer incurrir al Estado Nacional en incumplimiento de sus obligaciones internacionales. 
(Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman y Posadas    DOCTRINA: 
Dra. Galli  CAUSA: “C/C SÁNCHEZ, RAMÓN ANTONIO – RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.275/14) (Tomo 197: 119/138 – 20/abril/2015) 
 
 
 



RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de robo calificado por el uso de armas; tenencia y portación 
ilegal de arma de fuego de uso civil, tentativa; consumación del robo; certeza para condenar. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 
559/563 y 564/574.  
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar a los acusados como coautores del delito de 
robo calificado por el uso de arma, en concurso ideal con el delito de tenencia y portación ilegal de 
arma de fuego de uso civil en grado de tentativa, si el tribunal de juicio encontró acreditado que 
ingresaron al local comercial y, tras amenazar con un arma de fuego y ejercer actos de violencia sobre 
el dueño del comercio y de su madre se apoderaron del dinero existente en la caja, pero la posterior 
persecución y detención impidió que se consumara el delito, en base a las declaraciones concordantes 
de los testigos y el secuestro del arma que fue reconocida por la víctima. 
             La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente 
desprovisto de elementos favorables a la posición del acusado; es claro que una exigencia de tal 
naturaleza determinaría que prácticamente cualquier movimiento defensivo en el plano de la prueba, o 
cualquier debilidad en la evidencia, frustraran la posibilidad de una condena. Sin embargo, la 
viabilidad de un pronunciamiento contrario al acusado requiere un convencimiento razonablemente 
alcanzado mediante el triunfo racional de los factores incriminantes por sobre los que revisten carácter 
neutro o favorable al encausado. 
             El delito de robo alcanza consumación cuando, ejerciendo violencia, se ha violado la posesión 
ajena de la cosa que se encontraba bajo el señorío de su dueño, sin que se requiera que la ilegítima 
apropiación se prolongue en el tiempo y mucho menos que se genere señorío. En tal inteligencia, la 
sola posibilidad del acusado de disponer siquiera efímeramente de la “res furtiva” permite considerar a 
la conducta típica como consumada. 
             Si de las constancias de la causa surge que los encartados, mediante el uso de un arma de 
fuego de uso civil, desapoderaron de una suma de dinero del negocio de la víctima siendo apresados 
en su fuga, a punto de consumar el delito y desde que se materializara el hecho hasta el momento de su 
detención, no existió la posibilidad de disposición del dinero sustraído por parte de los imputados, por 
ende, el delito no fue consumado y quedó en grado de tentativa. (Del voto de los Dres. Catalano, 
Cornejo, Posadas y Vittar) 
            El delito de robo alcanza a consumarse cuando, ejerciendo fuerza o violencia, se ha violado la 
posesión ajena de la cosa que se encontraba bajo la custodia de su tenedor, sin que se requiera que la 
ilegítima apropiación se prolongue en el tiempo y mucho menos que se genere señorío; además, no es 
necesario que para la consumación del delito el autor disponga efectivamente del bien. 
            Si bien en el caso la circunstancia de haber alejado los objetos sustraídos del lugar del hecho 
otorga sustento necesario para considerar la conducta típica como consumada, al no haber impugnado 
el Ministerio Público Fiscal la sentencia que condenó como delito tentado, pese a contener los 
predichos errores, la prohibición de “reformatio in pejus” que rige en el proceso penal, en resguardo 
de las garantías del debido proceso y defensa en juicio y del derecho al recurso que asiste a todo 
justiciable, impide a la Corte como Tribunal de Casación agravar la pena impuesta por el tribunal de 
juicio en perjuicio de los condenados. (Del voto de los Dres. Samsón, Díaz y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. 
Galli  CAUSA: “C/C LÓPEZ, JUAN ISMAEL; SIAREZ, JOSÉ DOMINGO – 
RECURSO DE  CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.436/14) (Tomo 197: 1011/1028 – 
14/mayo/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización, 
valoración de la prueba, sana crítica, sistema de libertad probatoria. Testigos. Denuncia anónima. 
Dolo del autor en los delitos de tráfico ilícito. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 202/205.  
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar por el delito de tenencia de estupefacientes 
con fines de comercialización, si el tribunal de juicio, por intermedio de las pruebas informativa, 
testimonial, documental y científica reunidas en autos tuvo por acreditado que el acusado tenía en su 
poder sustancias prohibidas con destino de comercialización, elemento ultraintencional que surge no 
sólo de habérsele incautado del domicilio una suma considerable y de baja denominación de dinero y 
estupefacientes en cantidades que excedían el destinado a consumo personal, sino de haber sido 
observado por el personal policial actuante mientras efectuaba la venta de tales sustancias a terceros 
“pasamanos”, quienes concurrían al inmueble a adquirirla. 

La incautación positiva de sustancias y dinero en la esfera de custodia y de disponibilidad del 
acusado resultan datos objetivos suficientes para afirmar que dicha tenencia tenía inequívocos fines de 
comercialización. 



Corresponde al tribunal de juicio apreciar el valor de convicción de los distintos elementos 
probatorios recolectados durante dicha etapa y del grado de convencimiento que aquéllos puedan 
producir, conforme las reglas de la sana crítica. 

En nuestro sistema procesal rigen el sistema de libertad probatoria y el de libre convicción 
del juez o sana crítica racional, lo que implica que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos 
probatorios descriptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar 
o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto 
entendimiento humano, sin sujeción a directiva o tasación legal alguna. 

Si bien la información recibida a través de una denuncia anónima no reúne los requisitos que 
la ley procesal impone para las denuncias, no deja de ser un anoticiamiento apto para desencadenar el 
procedimiento por iniciativa propia, pues no debe pasarse por alto que lo que las autoridades policiales 
adquieren es la noticia de la comisión de un hecho con características de delito. 

Debe desestimarse el argumento defensivo de que la droga y el grueso del dinero no fueron 
incautados desde la propia persona del acusado, pues el concepto de tenencia de la figura penal 
reprochada no es la noción civil, sino que basta que el titular ejerza un efectivo poder de hecho sobre 
los objetos, por encontrarse dentro de su esfera de custodia, lo cual sin dudas lo constituye el 
domicilio desde donde el acusado salía y vendía la sustancia al menudeo. (Del voto de los Dres. Díaz, 
Kauffman, Posadas, Samsón y Vittar) 
               Corresponde absolver al acusado del delito de tenencia de estupefacientes con fines de 
comercialización por aplicación del principio de la duda, si no se han reunido testigos hábiles que 
pudiesen observar el procedimiento que dio origen a su imputación. 

Deben extremarse los recaudos para que las investigaciones sean diáfanas y no ofrezcan 
motivo de objeción alguna al respecto. 
  Las denuncias anónimas, el arrepentido, el agente encubierto, la entrega controlada, la guarda 
de identidad de los testigos, entre otras figuras, conllevan la imperiosa necesidad de una utilización en 
la que se deben extremar los cuidados, pero nada de ello es posible, si durante el proceso la única 
versión posible para contrarrestar es solamente la de los preventores. Los testigos civiles, e 
independientes, hacen a la esencia de los principios de inocencia y de culpabilidad, indispensables 
para que el Estado de Derecho no se torne en utópico. 

Las fuerzas policiales y de seguridad tienen el deber y la obligación de buscar testigos civiles, 
que nada tengan que ver con la fuerza interviniente para llevar a cabo un procedimiento. De lo 
contrario, la omnipotencia del Estado se vería reflejada en la disminución de los derechos de las 
personas, máxime en materia penal, en donde un proceso errado puede aparejar consecuencias 
irreparables para la reputación y la honra de una persona. 

Debe realizarse una elección apropiada de las figuras de tráfico ilícito, debido a la dudosa 
constitucionalidad del tipo de tenencia con fines de comercialización de estupefacientes. 
         Con la tenencia con fines de comercialización se castigó un acto preparatorio, porque en el dolo 
del autor en los delitos de tráfico subyace el propósito de lucro por encima de cualquier otra intención, 
razón por la cual, demostrar que la tenencia no era con estos fines se torna particularmente complejo, 
en virtud de que la propia ley califica un obrar de manera genérica, dando por sentado cuál es el fin 
que persigue el autor. Es decir que se castiga la ultraintencionalidad del autor, que es precisamente lo 
que torna inconstitucional la figura, debido a que al autor de un delito no puede atribuírsele, allende el 
dolo, ningún otro recaudo que la propia definición del delito, como hecho antijurídico. 

El delito de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización es de resultado cortado 
y no admite tentativa debido a que no es necesario que se comercialice la sustancia prohibida, sino que 
con sólo la tenencia queda consumada la figura delictiva, siempre y cuando existan además aquellos 
elementos que acrediten la posibilidad de probarse que el destino de esa sustancia pueda trascender a 
terceras personas con fines lucrativos. (Del voto de los Dres. Cornejo y Catalano) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo.   DOCTRINA: Dra. 
Galli  CAUSA: “C/C ÁLVAREZ, MAURO GASTÓN – RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.377/14) (Tomo 197: 393/418 – 21/abril/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal. Extemporaneidad del pedido de suspensión 
del juicio a prueba. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto 
a fs. 656/659.  
DOCTRINA: Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación, si al momento en 
que se solicitó la suspensión del juicio a prueba ya había vencido la oportunidad procesal para hacerlo, 
con lo cual, precluida la oportunidad para obtener el beneficio, no puede ser objeto de revisión en 
casación la resolución que lo denegó. 



TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas  DOCTRINA: Dra. 
Galli  CAUSA: “C/C ÁLVAREZ, CLAUDIO MARCELO - RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.117/11) (Tomo 197: 531/536 – 28/abril/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Nulidad de la declaración indagatoria de acusados menores de edad, 
violación de los derechos de defensa en juicio y el debido proceso.                                                        
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 16/19 y, en su 
mérito, declarar la nulidad de las declaraciones indagatorias prestadas por Gastón Franco Cabrera y 
Sergio Fabián Humacata, extendiendo el efecto anulatorio de dicha sanción procesal a todos los actos 
conexos y consecutivos que de ellas dependan. 
DOCTRINA: Corresponde declarar la nulidad de las declaraciones indagatorias de los menores, si al 
momento de prestar declaración indagatoria en la causa seguida en su contra se encontraban sin 
asistencia técnica y en ausencia de los padres y del asesor de incapaces, afrontando solos aquél acto en 
el cual admitieron su participación en el hecho. 

Constituye una exigencia previa emanada de la función jurisdiccional, el control, aún de 
oficio, del desarrollo del proceso cuando están comprometidos aspectos que atañen al orden público, 
siendo que la eventual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecte una 
garantía constitucional, no podría convalidarse. 
  La Corte de Justicia en su calidad de garante constitucional, está facultada para declarar 
nulidades absolutas, aún al margen de los planteos concretamente formulados por los impugnantes. 

En materia penal, en la que se encuentran en juego los derechos esenciales de la libertad y el 
honor, deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa. 
Este derecho debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un 
adecuado asesoramiento legal, que asegure la realidad sustancial de la defensa en juicio.  (Del voto de 
los Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman y Vittar) 
              Corresponde declarar la nulidad absoluta de las declaraciones indagatorias de los menores 
solicitada por el Ministerio Fiscal, si en el caso prestaron su declaración sin asistencia letrada, sin 
que se le diera intervención al asesor de menores y sin que estuvieran presentes sus representantes 
necesarios, lo que provoca una manifiesta violación de las garantías del debido proceso y de defensa 
en juicio, pues los imputados padecieron de efectiva indefensión, tanto más cuando ambos menores 
asumieron un comportamiento autoinculpatorio que si bien fue voluntario, careció de la debida 
prevención y vigilancia familiar e institucional. 

Constituye una exigencia previa emanada de la función jurisdiccional, el control, aún de 
oficio, del desarrollo del proceso cuando están comprometidos aspectos que atañen al orden público, 
siendo que la eventual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecte una 
garantía constitucional, no podría convalidarse. 

La  i n t e g r a c i ó n  d e  l a  
p e r s o n a l i d a d  d e  l o s  
m e n o r e s  – e s p e c i a l m e n t e  
e n  e l  p r o c e s o  p e n a l -  
r e q u i e r e  d e  l a  
c o n c u r r e n c i a  
i n e l u d i b l e  d e  t r e s  
r e q u i s i t o s :  a )  
r e p r e s e n t a c i ó n  
n e c e s a r i a  ( a  c a r g o  d e  
s u s  p a d r e s  o  t u t o r e s ) ;  
b )  r e p r e s e n t a c i ó n  
p r o m i s c u a  ( e j e r c i d a  
p o r  e l  a s e s o r  d e  
m e n o r e s  e  i n c a p a c e s ) ;  
y  c )  a s i s t e n c i a  l e t r a d a  
o  d e f e n s a  t é c n i c a  
p r o p i a m e n t e  d i c h a  ( a  
c a r g o  d e l  d e f e n s o r  
p e n a l  d e  c o n f i a n z a  u  
o f i c i a l .  

El derecho de todo menor a ser oído, consagrado en el artículo 12 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño y directamente entroncado en la garantía constitucional del debido proceso, no sólo 
se cumple con la debida asistencia técnica sino también mediante las instancias y expresiones que el 
menor, con la debida integración de su personalidad, tiene derecho a formular. (Del voto de los Dres. 
Posadas y Samsón) 



TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. 
Galli  CAUSA: “C/C CABRERA, GASTÓN FRANCO; HUMACATA, SERGIO 
FABIÁN; ORTÍZ, NELSON IVÁN; PAZ, ROLANDO MIGUEL; ROMANO, 
MAURO DANIEL – INCIDENTE DE NULIDAD RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. N° CJS 36.995/13) (Tomo 197: 877/888 – 11/mayo/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Nulidad de la sentencia; arbitrariedad; dogmatismo; motivación 
insuficiente. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la nulidad de la sentencia de fs. 474 y vta., cuyos 
fundamentos obran a fs. 475/477 vta., y ordenar que bajen las actuaciones al tribunal de juicio que por 
orden corresponda a fin de que sustancie una nueva audiencia de debate y falle en consecuencia.   
DOCTRINA: Corresponde declarar la nulidad de la sentencia, si resulta arbitraria toda vez que se 
sostiene en una afirmación dogmática, vinculada a elementos de convicción que carecen de toda 
aptitud técnica para arrojar luz sobre la gravitación que la conducta de los imputados tuvo en la 
producción del accidente, error de razonamiento que adquiere especial relevancia por la relativización 
de la cuestión causal, al afirmar el tribunal en los fundamentos del fallo que ambas pericias efectuadas 
difieren en cuanto al lugar del primer impacto, ello en contradicción con lo declarado en audiencia de 
debate por los peritos. 

La Corte, en su calidad de garante constitucional, está facultada para declarar nulidades 
absolutas, aún al margen de los planteos concretamente formulados por los impugnantes. 

La motivación de la sentencia no se halla completa si sólo se enuncian, aún describiéndolas, 
todas las pruebas arrimadas al debate, pues la operación lógica exigida al juez comprende, también, la 
evaluación pormenorizada de los elementos probatorios y de la incidencia que razonablemente tienen 
en el contexto las restantes evidencias. 

El debido proceso legal exige el respeto de las garantías sustanciales del juicio relativas a la 
acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales. 

El ejercicio concreto de la jurisdicción impone que al dictar sus sentencias los jueces deban 
cumplir con una crítica externa en el desarrollo de la reconstrucción histórica destinada a descubrir la 
verdad en el proceso penal, siendo su deber sopesar y explicar las circunstancias que inciden en su 
decisión. 

Si se evade tal deber dictando la sentencia definitiva sin contar con ningún elemento que 
pueda permitir establecer, con cierto grado de rigor, la verdadera causa del accidente, se genera un 
cuadro de orfandad probatoria, que no puede subsanarse mediante inconsistentes impresiones 
personales del juzgador. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C DORIC, DIEGO RICARDO; GALLO INCHAGISTE, HORACIO – 
RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.062/14) (Tomo 197: 485/488 – 
23/abril/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Unificación de penas, reglas, artículo 58 del Código Penal. Cómputo 
de penas, corrección. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 550/551. 
DOCTRINA: Se ajusta a derecho la resolución mediante la cual el tribunal unificó las penas 
impuestas al condenado en mérito a que la condena impuesta en una de las causas no se encontraba 
cumplida a la fecha en que el tribunal dictó una pena única y tampoco se encuentra acreditado que el 
condenado haya cumplido la condena en la fecha que indica. 
             El artículo 58 del Código Penal encierra las dos reglas que gobiernan la unificación de penas y 
que imponen, cada una de ellas, diferentes requisitos para la viabilidad de dicho instituto. La primera 
exige que el ya condenado y nuevamente juzgado esté cumpliendo pena por otro hecho distinto, sin 
distinguir entre reiterante y reincidente, por lo que, en tal supuesto, o sea que no se haya agotado la 
pena, deberán unificarse ambas sanciones. Por el contrario, la unificación no procederá si la primera 
condena se encuentra agotada. (Del voto de los Dres. Kauffman, Posadas, Vittar y Catalano) 
             La unificación de penas es un mecanismo que garantiza la imposición de una sola sanción, 
consagrando el principio de pena total o prohibición de coexistencia de penas y tiene el propósito de 
evitar que quien resulta múltiplemente condenado en jurisdicciones distintas o en épocas sucesivas 
quede sometido a un régimen punitivo plural. 
            El artículo 58 del Código Penal responde al propósito de establecer real y efectivamente la 
unidad penal en el territorio de la Nación, adoptando las medidas necesarias para que ella no 
desaparezca por razón del funcionamiento de las distintas jurisdicciones. (Del voto de los Dres. 
Catalano, Cornejo, Díaz y Samsón) 
            Resulta aplicable el artículo 502 del Código Procesal Penal   (texto según Ley 6345 y 
modificatorias), si las actuaciones vienen tramitando bajo dicha normativa y el imputado no ha 



ejercido el derecho a opción previsto en las normas de implementación de la Ley 7690. (Del voto del 
Dr. Cornejo) 
     No es atendible el agravio relativo a la improcedencia de la unificación de penas fundado en 
el cumplimiento de la primera condena, si en el caso debieron unificarse las condenas en ocasión de 
concretarse el segundo juzgamiento, lo que no ocurrió, por lo que la cuestión se desplazó hacia el 
segundo supuesto previsto en el artículo 58 del Código Penal, disposición que no exige –a diferencia 
de la anterior- que el condenado esté cumpliendo pena, lo que habilita la posibilidad de que alguna, 
algunas o todas las penas impuestas estén extinguidas al dictarse la sentencia unificatoria, a pedido de 
parte interesada. 
            Si bien el cómputo de pena no es susceptible de recurso de casación y que en caso de 
considerarlo incorrecto el recurrente debió observarlo en los términos y dentro del plazo previsto por 
el artículo 502 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias), debe admitirse la 
posibilidad de su corrección aún de oficio cuando el mismo hubiera sido erróneamente practicado, por 
el Juez o Presidente del Tribunal, pues no existe resolución que haga cosa juzgada. 
            Tampoco son insubsanables los errores del cómputo aprobados, incluso por el Tribunal 
Superior de Justicia, pues la condena objeto de la ejecución no es la que resulta del cómputo, sino la 
impuesta por la sentencia ejecutoriada, y el cómputo no es un medio para rectificarla o completarla; se 
trata de una modificación que, en definitiva, restablece la intangibilidad de la cosa juzgada de la 
sentencia condenatoria. (Del voto de los Dres. Samsón y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dra. 
Galli  CAUSA: “C/C MÉNDEZ, RAMÓN EDUARDO; HERRERA, DENIS 
WILSON – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.231/14) (Tomo 197: 
955/964 – 13/mayo/2015) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD . Contravención; sanción impuesta por el Jefe de 
Policía. Prescripción de la acción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de inconstitucionalidad interpuesto a 
fs. 54/55.  II. ORDENAR que bajen los autos al Juzgado de Garantías de Tercera Nominación, 
a fin de que se expida sobre la eventual prescripción de la acción contravencional. 
 DOCTRINA: Si en la causa la acción posiblemente se encuentra prescripta, corresponde suspender el 
trámite del recurso deducido contra la resolución que al rechazar la apelación, confirma la sanción 
impuesta por el Jefe de Policía, y ordenar que bajen los autos al Juzgado de origen a fin de que, en 
forma previa, se expida sobre la vigencia de la acción contravencional. (Del voto de los Dres. Vittar, 
Catalano, Posadas y Samsón)   
             La norma que faculta al Jefe de Policía de la Provincia a juzgar sobre las infracciones 
contravencionales no resulta inconstitucional, toda vez que las decisiones por él tomadas no revisten 
carácter de definitivas al resultar pasibles de ser revisadas por un tribunal jurisdiccional a través del 
recurso de apelación, como lo es el caso del Juzgado de Garantías, en cumplimiento de las garantías 
constitucionales que avalan el debido proceso, lo que implica un suficiente control judicial, además de 
poder recurrir ante la Corte de Justicia mediante el recurso de inconstitucionalidad.  (Del voto de los 
Dres. Kauffman y Díaz) 

Si de las constancias de la causa surge que la acción ya se encuentra fenecida por el 
transcurso del plazo legal, corresponde sobreseer al causante por prescripción de la acción 
contravencional. 

En la mixtura de la revisión recursiva judicial de las contravenciones policiales, debe 
imperar, sin hesitación alguna el principio de la doble instancia, como garantía esencial del debido 
proceso legal. 
La posibilidad de recurrir no admite duda alguna sobre el órgano judicial competente, más cuando 
existe dentro del sistema judicial una jurisdicción específica cuya competencia reside en el 
conocimiento de todas las contiendas que se planteen en el ámbito infraccional, como tampoco que se 
delegue esa competencia establecida por ley. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz  DOCTRINA: Dra. 
Galli  CAUSA: “C/C MACORITTO, RICARDO DARÍO; POMO, WALTER 
DANIEL – RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD” (Expte. Nº CJS 
37.286/14) (Tomo 197: 369/388 – 21/abril/2015) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD . Contravención; sanción impuesta por el Jefe de 
Policía. Prescripción de la acción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de inconstitucionalidad interpuesto a 
fs. 1/2. II. ORDENAR que bajen los autos al Juzgado de Garantías de Segunda Nominación, a fin de 
que se expida sobre la prescripción de la acción contravencional. 



DOCTRINA: Si en la causa la acción posiblemente se encuentra prescripta, corresponde suspender el 
trámite del recurso deducido contra la resolución que al rechazar la apelación, confirma la sanción 
impuesta por el Jefe de Policía, y ordenar que bajen los autos al Juzgado de origen a fin de que, en 
forma previa, se expida sobre la vigencia de la acción contravencional. (Del voto de los Dres. Vittar, 
Catalano, Posadas y Samsón) 
                      Corresponde rechazar el recurso de inconstitucionalidad, si la autoridad administrativa 
aplicó la normativa vigente y concluyó con la imposición de una sanción disciplinaria respecto de la 
cual se ha interpuesto recurso de apelación, con lo cual, la intervención del Juez Correccional 
constituyó el control judicial necesario y efectivo, sin que en el caso se advierta violación alguna a los 
derechos fundamentales del interesado previstos en las Constituciones nacional y local (Del voto de 
los Dres. Díaz y Kauffman) 
                   Si de las constancias de la causa surge que la acción ya se encuentra fenecida por el 
transcurso del plazo legal, corresponde sobreseer a la causante por prescripción de la acción 
contravencional. 

     En la mixtura de la revisión recursiva judicial de las contravenciones policiales, debe 
imperar, sin hesitación alguna el principio de la doble instancia, como garantía esencial del debido 
proceso legal. 

     La posibilidad de recurrir no admite duda alguna sobre el órgano judicial competente, más 
cuando existe dentro del sistema judicial una jurisdicción específica cuya competencia reside en el 
conocimiento de todas las contiendas que se planteen en el ámbito infraccional, como tampoco que se 
delegue esa competencia establecida por ley (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. 
Galli  CAUSA: “C/C BALDERRAMA, LILIANA DEL VALLE – RECURSO DE 
INCONSTITUCIONALIDAD” (Expte. Nº CJS 37.284/14) (Tomo 197: 549/568 – 
28/abril/2015) 
 
RECURSO  DE REVOCATORIA . Providencia que intima a acompañar copias del escrito para 
traslado. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de revocatoria interpuesto a fs. 
1207/1208 y, en su mérito, confirmar la intimación dispuesta en el punto III de la providencia de fs. 
1205. Sin costas.  
DOCTRINA: Corresponde el rechazo del recurso de revocatoria interpuesto con el fin de que deje sin 
efecto la providencia que intima al letrado a acompañar la copia pertinente del escrito para correr 
traslado, porque las vistas deben correrse entregando al interesado, bajo recibo, las actuaciones en las 
que se ordenaren, o las copias de los escritos o resoluciones pertinentes. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Díaz  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “C/C 
AMAT LACROIX, MATÍAS; BUSANICHE ITURRASPE, MARIANO; 
MONTANERO, ALFREDO RAMÓN; MAMANÍ, AMÉRICO RUBÉN; IRIARTE, 
MARÍA CRISTINA; CORNEJO, ROQUE RAMÓN; FLORES CANCLINI, JORGE 
GUSTAVO; BALDI, CARLOS ALBERTO; RIVERO, MARÍA EVA - RECURSO 
DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 36.418/13) (Tomo 197: 193/198 – 20/abril/2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia; cuestiones de hecho, prueba y 
aplicación del derecho común en casación. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 758/767. 
DOCTRINA: No procede el recurso extraordinario federal si los agravios remiten a cuestiones de 
hecho, prueba y aplicación del derecho común que constituyen materia reservada a los jueces de la 
causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 48 y 
que, si bien pudieron integrar válidamente la materia de la casación, no permiten dar sustento a la vía 
extraordinaria que ha quedado reservada para supuestos extremos de arbitrariedad. 

El recurso extraordinario no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión 
de cuestiones que les son privativas, como así tampoco abrir una nueva instancia ordinaria para 
debatir temas ajenos a la competencia específica de la Corte, cuando no se demuestra que el 
pronunciamiento impugnado contiene, en estos aspectos, graves defectos de fundamentación o de 
razonamiento, que lo hacen inválido como acto jurisdiccional. (Del voto de los Dres. Posadas, 
Samsón, Vittar, Díaz, Catalano y Cornejo)  
           No procede el recurso extraordinario federal, si la supuesta “cuestión constitucional” articulada 
remite, en su planteo, a la consideración de puntos no federales, que fueron resueltos con suficiente 
fundamentación de derecho y sobre la base de las constancias de la causa. 
            La doctrina de la arbitrariedad, invocada por el recurrente, no tiene por objeto abrir una nueva 
instancia ordinaria cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado contenga graves 



defectos de fundamentación o de razonamiento que lo hagan inválido como acto jurisdiccional ya que 
los agravios vertidos sólo versan sobre generalidades sin que se detalle de qué manera la conclusión a 
la que se arriba ha afectado garantías constitucionales, que se indican como vulneradas en la 
sentencia. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.   DOCTRINA: Dra. 
Galli  CAUSA: “C/C BELEIZÁN, MIGUEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 36.562/13) (Tomo 197: 839/850 – 08/mayo/2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL.  Improcedencia; cuestiones de hecho, prueba y 
derecho común resueltas en casación. Ausencia de sentencia definitiva; resoluciones que obligan a 
seguir sometido a proceso criminal.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 117/137. 
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal, si la reiteración de los agravios 
que efectúa la defensa en el marco del recurso extraordinario federal se presenta como una disidencia 
relativa a cuestiones de hecho, prueba y derecho común resueltas en casación, que no alcanza para dar 
sustento a la vía intentada, de inequívoco carácter excepcional, sino en supuestos extremos de 
arbitrariedad. 
          Las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso criminal no 
reúnen por regla la calidad de sentencia definitiva a los efectos del art. 14 de la ley 48 
          La arbitrariedad debe caracterizarse por omisiones o desaciertos de gravedad extrema, lo que 
confiere a la cuestión un carácter excepcional e impide la apertura de una tercera instancia ordinaria 
donde puedan discutirse decisiones que se estimen equivocadas. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Posadas, Samsón, Vittar.  DOCTRINA: Dra. 
Galli  CAUSA: “C/C GARNICA, JORGE ROLANDO - INCIDENTE DE 
SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA -RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 36.456/13) (Tomo 197: 823/832 – 08/mayo/2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia. Cuestiones de hecho y prueba 
resueltas en casación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 521/526. 
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal, si los vicios atribuidos al 
pronunciamiento impugnado sólo ponen de manifiesto una discrepancia con lo resuelto en casación 
sobre cuestiones de hecho y prueba y el apelante se limita a la reproducción de los agravios, ya 
atendidos y resueltos por el Tribunal de Casación agotando al máximo su posibilidad revisora. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. 
Galli  CAUSA: “C/C YAPURA, CÁNDIDO ROBIN – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. N° CJS 36.930/13) (Tomo 197: 77/82 – 14/abril/2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia. Cuestiones de hecho y prueba 
resueltas en casación. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 211/232.  
DOCTRINA: No procede el recurso extraordinario federal, si la reiteración de los agravios que 
efectúa la defensa se presenta como una disidencia relativa a cuestiones de hecho y prueba que fueron 
objeto de tratamiento y resolución en el recurso de casación, aspectos cuyo conocimiento y decisión 
constituye materia reservada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso 
extraordinario del artículo 14 de la Ley 48. 

La doctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional y no resulta apta para corregir 
fallos equivocados, o que el recurrente estime tales según su criterio, sino que atiende sólo a supuestos 
de gravedad extrema en los que se verifique un apartamiento palmario de la solución prevista en la ley 
o una absoluta carencia de fundamentación. (Del voto de los Dres. Vittar, Díaz, Kauffman y Posadas) 
              Existe mérito suficiente que justifica declarar la admisibilidad del recurso de apelación 
extraordinaria interpuesto, si el memorial presentado efectúa una crítica razonable de los aspectos del 
fallo que, a criterio del impugnante, descalifican los principios constitucionales que puntualmente 
menciona, y efectúa alegaciones en cuanto a la posible vulneración del principio de congruencia 

El Máximo Tribunal de la Nación incorpora al catálogo de sentencias arbitrarias a aquellas 
que prescinden de efectuar un tratamiento adecuado del asunto de acuerdo a las pruebas producidas. 
(Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo y Samsón) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón.   DOCTRINA: Dra. 
Galli   CAUSA: “C/C COLQUE, RAMIRO SEBASTIÁN – RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.308/14) (Tomo 197: 469/480 – 23/abril/2015) 
 



RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia. Reiteración de cuestiones de 
derecho común resueltas en casación. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 602/614 
vta.   
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal si se funda en agravios que 
constituyen una reedición de los ya expuestos en oportunidad de articular el recurso de casación, los 
cuales remiten al análisis de cuestiones de derecho común, y han sido tratados y resueltos con sustento 
en una profunda interpretación de las normas aplicables al caso, aspectos cuyo conocimiento y 
decisión constituye materia reservada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita 
del recurso previsto en el art. 14 de la Ley 48. 
            Deviene improcedente el recurso extraordinario que no contiene una crítica prolija de la 
sentencia impugnada y donde no se rebaten todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya el 
tribunal para arribar a las conclusiones que agravian a la apelante, a cuyo efecto no basta sostener un 
criterio interpretativo distinto al seguido en la resolución, ni reiterar argumentos vertidos en anteriores 
etapas del proceso, sobre cuestiones ya decididas con suficiente fundamentación jurídica. 
            La tacha de arbitrariedad no es apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto 
de los argumentos de derecho común en los cuales los jueces apoyan sus decisiones en el ámbito de su 
jurisdicción excluyente. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar.  DOCTRINA: Dra. 
Galli  CAUSA: “C/C VUJOVICH, JORGE SEBASTIÁN – RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.017/14) (Tomo 197: 419/428 – 22/abril/2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Procedencia; arbitrariedad; interpretación de 
normas procesales, exceso ritual manifiesto; sobreseimiento; derechos de defensa en juicio y el 
debido proceso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. CONCEDER el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 564/581.   
 DOCTRINA: Corresponde conceder el recurso extraordinario federal, si el presentante ha motivado 
suficientemente su denuncia de arbitrariedad, alegando falta de legalidad, justicia y razonabilidad en 
la decisión atacada, aduciendo que el Tribunal se atribuyó el rol de legislador y que fundó su 
pronunciamiento en la sola voluntad de los jueces suscriptores del voto mayoritario, de manera 
dogmática y legalmente desajustada.` 
           La interpretación de la legislación procesal no puede prevalecer sobre la necesidad de dar 
primacía a la verdad jurídica objetiva, pues su esclarecimiento no debe verse perturbado por un exceso 
ritual manifiesto, incompatible con el servicio de justicia y el debido proceso adjetivo. (Del voto de los 
Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Díaz y Kauffman) 
           Existe mérito suficiente para declarar la admisibilidad del recurso extraordinario federal, si el 
impugnante cumplió con la obligación de precisar cómo se habría operado la violación de garantías 
constitucionales, al asignarse al auto de falta de mérito efectos anticipatorios de un futuro 
sobreseimiento y omitirse el tratamiento de cuestiones conducentes para la solución del litigio, por lo 
cual la sentencia adolece de motivación suficiente para ser considerada acto jurisdiccional válido, 
ocasionando un gravamen irreparable en tanto frustra los derechos de defensa en juicio, debido 
proceso y tutela judicial efectiva. (Del voto de los Dres. Samsón, Vittar, Díaz y Kauffman) 
         Corresponde conceder el recurso extraordinario federal, si el memorial presentado efectúa una 
crítica razonable de los aspectos del fallo que, a su criterio, descalifican los principios constitucionales 
que puntualmente menciona, por lo que es autosuficiente y los agravios que describe el recurrente han 
sido enunciados en forma concreta en vinculación con los hechos de la causa, por la posible afectación 
de derechos de raigambre constitucional e internacional invocados, puntos estos que constituyen 
cuestión federal bastante. 
           Procede la invocación de la doctrina de la arbitrariedad de la sentencia y de los derechos 
constitucionales de la defensa y las garantías del debido proceso frente a resoluciones judiciales que 
han dictado un sobreseimiento que aparece –a modo de ver del impugnante- como apresurado, 
sorpresivo y arbitrario; la protección del derecho a la tutela judicial efectiva de la víctima constituida 
como querellante, y del derecho de propiedad. (Del voto de los Dres. Catalano y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman.   DOCTRINA: Dra. 
Galli  CAUSA: “C/C CAPELLO, MÓNICA GRACIELA - RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. N° CJS 36.339/13) (Tomo 197: 793/808 – 08/mayo/2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Procedencia. Derecho al recurso; condena dictada 
en segunda instancia tras la absolución en primera instancia.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. CONCEDER el recurso extraordinario federal deducido a fs. 264/277. 



DOCTRINA: Corresponde conceder el recurso extraordinario, si en los agravios se han expuesto 
fundamentos serios y concretos que suscitan cuestión federal suficiente, pues se encuentra en tela de juicio 
el alcance del derecho a recurrir el primer fallo condenatorio dictado por el superior tribunal de la causa. 

Toda persona condenada, aún en segunda instancia tras la absolución en primera instancia, 
tiene derecho a solicitar una revisión de cuestiones de diverso orden y a que las mismas sean 
analizadas efectivamente por el tribunal jerárquico que ejerce la revisión, precisamente con el objeto 
de corregir posibles errores de interpretación, de valoración de pruebas o de análisis. 

El derecho de recurrir el fallo es una garantía primordial que se debe respetar en el marco del 
debido proceso legal, en aras de permitir que una sentencia adversa pueda ser revisada por un juez o 
tribunal distinto y de superior jerarquía orgánica. 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. 
Galli  CAUSA: “C/C CORIA, ROSENDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 36.340/13) (Tomo 197: 53/62 – 14/abril/2015) 
 
 


